HABEAS CORPUS - Niega / PROLONGACIÓN INJUSTA DE PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD - No configuración

Si bien el objeto de la segunda instancia en esta acción constitucional es examinar la legalidad del Auto del 8 de abril de 2011, proferido en Sala Unitaria por el Tribunal Contencioso Administrativo del Tolima, el thema decidendum del caso se relaciona con la necesidad de establecer si al señor [L.F.M.G.], quien se encuentra recluido en establecimiento carcelario cumpliendo sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada, está siendo objeto de prolongación injusta de privación de la libertad, para lo cual se tendrán en cuenta sus alegaciones, así como lo respondido por el Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, quien controla el cumplimiento de su condena. (…) [E]l juez constitucional del Hábeas Corpus, como bien lo consideró el a-quo, no puede inmiscuirse en el tema relativo a la eventual recuperación de la libertad del actor, para lo cual tiene competencia el Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, a cuyo cargo está la ejecución de la condena impuesta al mismo; tampoco puede entenderse que, so pretexto de verificar la legalidad de la prolongación de la privación de la libertad, que es una de las razones por las cuales puede actuar el juez constitucional, sea viable en este escenario entrar a valorar si el señor [M.G.] es merecedor o no, de la libertad condicional, puesto que ese ejercicio –verificar la legalidad de lo pedido-, debe hacerlo el juez de conocimiento. Por lo mismo, es al Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué a quien le corresponde, y no al juez constitucional del Hábeas Corpus, entrar a determinar si el actor ha cumplido la condena en la proporción legalmente prevista –factor objetivo- y si a ello se suma el elemento comportamental –factor subjetivo-, de cuya valoración sólo él dirá si procede o no conferirle el beneficio de la libertad condicional. En consecuencia, este Despacho confirmará el auto recurrido.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: MARÍA NOHEMÍ HERNÁNDEZ PINZÓN

Bogotá, D.C., quince (15) de abril de dos mil once (2011)

Radicación número: 73001-23-31-000-2011-00199-01(HC)
Actor: LEONARDO FABIO MARÍN GONZÁLEZ
Demandado: JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE IBAGUÉ - TOLIMA
Se decide el Recurso de Apelación formulado por el accionante contra el auto proferido el ocho (8) de abril de dos mil once (2011), por el H. Magistrado del Tribunal Contencioso Administrativo del Tolima, Dr. Carlos Arturo Mendieta Rodríguez, por medio de la cual se negó la petición de Hábeas Corpus.

I.- LA ACCIÓN

El señor Leonardo Fabio Marín González informó que por el delio de tentativa de homicidio fue condenado a la pena principal de 6 años y 6 meses, la cual está cumpliendo con internación en centro carcelario desde el 14 de septiembre de 2007, de modo que a la fecha de radicación de esta acción completa 42 meses y 11 días detenido, período durante el cual ha redimido la condena por estudio y trabajo, al punto que, según él, tiene derecho a gozar el beneficio de la libertad condicional por haber cumplido las 3/5 partes de la misma.

Por tal razón, continúa el actor, en enero de este año le solicitó al Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tolima), la concesión de ese beneficio, el cual le fue negado el 23 de febrero siguiente, con Auto 271, frente al cual interpuso recurso de reposición, debidamente sustentado. A comienzos de marzo le pidió al juez respuesta a su recurso, sin que aún se haya producido, todo lo cual lo lleva a sostener que su detención se ha prolongado ilegalmente, pues insiste en que están dadas las condiciones para quedar en libertad condicional.

II.- LA CONTESTACIÓN

El Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con oficio No. 440 del 7 de abril de 2011, se pronunció sobre esta acción, en el sentido de admitir que en efecto su Despacho se ocupa de controlar la condena impuesta al actor, a quien el 23 de febrero de este año se le negó la libertad condicional “…por no haber descontado las 3/5 partes de la pena…”, y que el recurso interpuesto contra lo decidido está en turno para resolución. Por último, agregó:

“Como la acción de la referencia se sustenta en el hecho de que para la fecha el sentenciado cumple con todos los requisitos para su libertad condicional, esto no es del todo cierto, porque en el caso de que al día de hoy ya se cumpla con el descuento de las 3/5 partes de la pena, también debe hacerse un análisis subjetivo de la conducta integral observada por el interno durante todo el tiempo que ha permanecido privado de la libertad, tal como lo consagra la normatividad antes señalada.”

III.- EL AUTO IMPUGNADO

Corresponde al proferido el 8 de abril de 2011 por el H. Magistrado del Tribunal Contencioso Administrativo del Tolima, Dr. Carlos Arturo Mendieta Rodríguez, por medio del cual resolvió:

“PRIMERO: Declarar improcedente la solicitud de habeas corpus elevada por el señor LEONARDO FABIO MARÍN GONZÁLEZ, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Notifíquese esta determinación personalmente a los interesados, y al condenado por intermedio de la Oficina Jurídica del establecimiento carcelario, Penitenciaría de Picaleña, informándole que al tenor del artículo 8º de la Ley 1095 del 2 de noviembre de 2006, contra esta decisión procede la impugnación dentro de los tres (3) días calendario siguientes a su notificación.”

En la fundamentación de esta decisión el Magistrado invocó lo dispuesto en el artículo 30 Constitucional, así como el concepto que de Hábeas Corpus trae la Ley 1095 del 2 de noviembre de 2006, para distinguir las dos circunstancias por las que procede esta acción, como son la privación y la prolongación ilegal de la libertad, así como su finalidad, consistente en la protección del derecho fundamental a la libertad, entre otras razones.

Adujo que según la inspección judicial practicada al proceso penal, se advertía que el actor no padecía privación injusta de la libertad, porque esa medida fue ordenada conforme a Derecho; agregó, frente a la segunda hipótesis –prolongación injusta de la privación de la libertad-, y luego de examinar el expediente, que:

“En ejecución de su pena, el condenado considera que cumplió con las 3/5 partes impuestas, por lo que solicita se le otorgue el beneficio correspondiente, pedimento que fue negado por el Juez aquí accionado, al indicar que no ha transcurrido el tiempo establecido por la Ley para que MARÍN GONZÁLEZ sea acreedor al beneficio de libertad condicional; es decir, la negativa tiene fundamento en la falta de cumplimiento de factor objetivo, teniendo como base estructural el rechazo a rebaja de tiempo por comportamiento regular del condenado en el centro de reclusión, hecho que no da lugar a redención.”

Luego constató que frente a lo decidido el interno interpuso recurso de reposición, el cual está por decidirse, y finalizó diciendo:

“Planteado el escenario procesal en la forma vista, se considera que la petición de libertad condicional elevada por el accionante, debe ser resuelta al interior del proceso por el juez natural de la causa, y no por el Juez constitucional del Habeas (sic) Corpus, máxime cuando, se repite, se encuentra en trámite el recurso de reposición que resolverá la suplica (sic) de su eventual libertad.”

IV.- RAZONES DE LA IMPUGNACIÓN

Tras invocar los artículos 189 y 199 del C. de P. P. (Ley 600 de 2000), así como el artículo 30 Constitucional y la Ley 1096 (sic), el accionante sustentó su recurso en los siguientes términos:

“… E (sic) tratado siempre al maximo (sic) de tener un comportamiento moderado con el Registro y Control de Vigilancia y Compañero de Prisión (sic) Tengase (sic) encuenta (sic) que los primeros 3 dias (sic) de prisión fueron duros de entender la situación en que me encontraba ya que siempre me he catalogado como una persona responsable y humilde ya que por cosas de la vida se cometen herrores (sic). Pero lo importante de todo es que cada momento que paso en este lugar aprendo a comprender y a entender los buenos modales para una buena Resocialización con cada una de las personas que me rodean. 

Nota: Participo de un programa muy nombrado a nivel Nacionas (sic) que Laboratorio de Paz, construyendo Paz para la Sociedad.

Tengase (sic) encuenta (sic) Señor magistrado que tengo un deber que cumplir en mi hogar junto ami (sic) familia y demas (sic) Personas que me Rodean.”

CONSIDERACIONES
1.- Competencia
Este Despacho tiene competencia para decidir en segunda instancia el recurso de apelación formulado contra el Auto del 8 de abril de 2011, dictado por el Tribunal Contencioso Administrativo del Tolima, por así disponerlo los artículos 2 y 7 de la Ley 1095 del 2 de noviembre de 2006 “Por la cual se reglamenta el artículo 30 de la Constitución Política”.

2.- Problema Jurídico
Si bien el objeto de la segunda instancia en esta acción constitucional es examinar la legalidad del Auto del 8 de abril de 2011, proferido en Sala Unitaria por el Tribunal Contencioso Administrativo del Tolima, el thema decidendum del caso se relaciona con la necesidad de establecer si al señor Leonardo Fabio Marín González, quien se encuentra recluido en establecimiento carcelario cumpliendo sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada, está siendo objeto de prolongación injusta de privación de la libertad, para lo cual se tendrán en cuenta sus alegaciones, así como lo respondido por el Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, quien controla el cumplimiento de su condena.

3.- Generalidad del Hábeas Corpus y el caso concreto

El constituyente implementó en la Constitución Política de 1991 la acción de Hábeas Corpus, establecida en el artículo 30 en estos términos:

“Quien estuviere privado de la libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis (36) horas.”

Su propósito es el de salvaguardar el supremo valor de la libertad personal, reconocido como derecho fundamental en el artículo 28 Constitucional, según el cual a nadie puede perturbarse en su persona o en su familia, ni arrestársele o aprehendérsele sino por medio de una decisión judicial previamente dictada por autoridad judicial competente, con el lleno de unos requisitos previamente establecidos en la ley y a causa de una conducta que anteladamente haya tipificado el legislador como hecho punible.

Así, aunque el Estado cuenta con la facultad de privar de su libertad a las personas mediante decisiones que al efecto impartan sus agentes, también los asociados cuentan con un instrumento constitucional que les permite recuperarla cuando la misma les ha sido arrebatada en forma arbitraria por las autoridades judiciales o su detención se prolonga ilegalmente. Para desarrollar ese instrumento constitucional el legislador expidió la Ley Estatutaria 1095 del 2 de noviembre de 2006, en cuyo artículo 1º se le definió así:

“El Hábeas Corpus es un derecho fundamental y, a la vez, una acción constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine.

El Hábeas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados de Excepción.”
 (Negrillas fuera del original)
Bien claro indica la norma transcrita que la recuperación de la libertad personal, a través de la interposición del Hábeas Corpus, resulta procedente cuando la detención de la persona ocurre violándose las garantías constitucionales o legales, así como cuando dispuesta la aprehensión legalmente, su prolongación ocurre en forma ilegal.

Sin embargo, este instrumento constitucional, que integra la arquitectura jurídica dispuesta por el Estado Colombiano para garantizar los derechos de las personas, opera en forma excepcional, ya que no puede utilizarse como herramienta para desplazar a los jueces de conocimiento y despojarlos de su competencia para decidir sobre lo concerniente a la libertad del procesado o condenado, puesto que en aplicación del debido proceso, son los jueces de conocimiento ante quienes deben dirigirse las diferentes peticiones relativas a la libertad personal y a quienes compete pronunciarse sobre la procedencia o no de esas solicitudes.

La hipótesis contraria, que permita el uso indiscriminado del Hábeas Corpus para acompañar o sustituir al juez de conocimiento en el ejercicio de sus competencias atinentes a la libertad del sindicado o procesado, no armoniza con el debido proceso y con la naturaleza excepcional del dispositivo constitucional, en virtud a que las peticiones alusivas a la recuperación de la libertad por parte de personas involucradas en procesos penales, debe dirigírsele al juez de conocimiento, en atención a que en dicho escenario procesal los sindicados o condenados cuentan con garantías suficientes que cabalmente desarrollan principios constitucionales tan importantes como el debido proceso. 

Así lo ha entendido este Despacho que, apoyándose en jurisprudencia de la H. Corte Suprema de Justicia, ha dicho sobre el particular:

“Por lo mismo, si el derecho a la libertad ha sido restringido por “…quien tiene la facultad para hacerlo y ante él se dan por el legislador diferentes medios de reacción que conjuren el desacierto…”
, el dispositivo constitucional aludido no puede abarcar ese terreno, ya que “…está por fuera de éste ámbito y pretender aplicarlo es invadir órbitas funcionales ajenas”
. Su categoría constitucional impide reducirlo, como ya se dijo, al nivel de un recurso ordinario, ya que ha sido concebido como un “mecanismo extrasistémico”
, cuya efectividad se pone en marcha si las garantías fundamentales son violadas por “causas externas al proceso mismo”
.

Lo dicho hasta el momento evidencia que si la prolongación ilegal de la privación de la libertad señalada por el accionante en Hábeas Corpus, ocurre en el contexto de un proceso penal, es allí donde debe discutirse tal situación, acudiendo para ello a los recursos ordinarios previstos por el legislador para tal fin, sin que entre tanto se pueda emplear la citada acción constitucional, en virtud a que la misma no puede despojar de sus competencias al juez del conocimiento y mucho menos rebajarse al nivel de un recurso ordinario para que se entiendan legalmente adicionados los de carácter legal con uno con asiento en el ordenamiento constitucional. Empero, una vez producidos esos pronunciamientos judiciales resulta procedente juzgar la validez constitucional de esas decisiones por la eventual comisión de vías de hecho.”

En ese orden de ideas, no cabe la menor duda que las peticiones formuladas por los sindicados o condenados, dirigidas a recuperar su libertad, deben resolverse por el juez de conocimiento, no por el juez constitucional del Hábeas Corpus, quien si bien tiene a su cargo la importante función de resguardar el derecho fundamental a la libertad personal, no es el autorizado para fungir como juez de instancia o como juez de un recurso extraordinario, a efectos de revisar lo decidido al respecto por el competente o sustituirlo en esa labor.

Ahora bien, como se estableció en el proceso que el señor Leonardo Fabio Marín González solicitó al Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, que le concediera el beneficio de la libertad condicional por haber cumplido las 3/5 partes de la condena, tanto por tiempo efectivo de reclusión como por descuentos obtenidos por trabajo y estudio; que dicho funcionario judicial respondió lo pedido con auto del 23 de febrero de 2011, en forma negativa por considerar que no estaban dados los supuestos para ello; y que el actor interpuso recurso de reposición contra la anterior decisión, al insistir en que sí están dados los elementos requeridos para que se le conceda el beneficio, tanto por el factor objetivo como por el factor subjetivo, el cual aún está pendiente de decisión, según el orden de ingreso a Despacho, es claro que esta acción constitucional no tiene vocación de prosperar.

Así, el juez constitucional del Hábeas Corpus, como bien lo consideró el a-quo, no puede inmiscuirse en el tema relativo a la eventual recuperación de la libertad del actor, para lo cual tiene competencia el Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, a cuyo cargo está la ejecución de la condena impuesta al mismo; tampoco puede entenderse que, so pretexto de verificar la legalidad de la prolongación de la privación de la libertad, que es una de las razones por las cuales puede actuar el juez constitucional, sea viable en este escenario entrar a valorar si el señor Marín González es merecedor o no, de la libertad condicional, puesto que ese ejercicio –verificar la legalidad de lo pedido-, debe hacerlo el juez de conocimiento.

Por lo mismo, es al Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué a quien le corresponde, y no al juez constitucional del Hábeas Corpus, entrar a determinar si el actor ha cumplido la condena en la proporción legalmente prevista –factor objetivo- y si a ello se suma el elemento comportamental –factor subjetivo-, de cuya valoración sólo él dirá si procede o no conferirle el beneficio de la libertad condicional.

En consecuencia, este Despacho confirmará el auto recurrido. Sin embargo, se hará un llamado de atención al Centro de Servicios Judiciales de Ibagué, pues según lo pudo constatar el Magistrado a-quo al efectuar la inspección judicial al proceso penal, el recurso formulado por el actor fue “…recibido por el Centro de Servicios el 01 de Marzo de 2011, y enviado al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el día 30 de marzo de 2011 para su resolución…”, circunstancia que además de evidenciar demora en el manejo administrativo de los asuntos a cargo de esa dependencia, demuestra cierta falta de consideración con la persona privada de la libertad, a quien cuando menos deben resolvérsele en tiempo sus peticiones.

En mérito de lo expuesto, la suscrita Consejera de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, 

RESUELVE

1.- ) Confirmar el Auto del ocho (8) de abril de dos mil once (2011), proferido por el H. Magistrado del Tribunal Contencioso Administrativo del Tolima, Dr. CARLOS ARTURO MENDIETA RODRÍGUEZ.

2.-) Comuníquese por la Secretaría General lo aquí decidido a los interesados, incluido el Centro de Servicios Judiciales de Ibagué, y devuélvase el expediente al Tribunal de origen, dejando las anotaciones pertinentes.

CÓPIESE Y NOTIFÍQUESE

MARÍA NOHEMÍ HERNÁNDEZ PINZÓN

Consejera de Estado

� A través de la Sentencia C-187 de 2006 la Corte Constitucional practicó la revisión previa del Proyecto de Ley Estatutaria No. 284/05 Senado y No. 229/04 Cámara, "Por medio de la cual se reglamenta el artículo 30 de la Constitución Política”, de acuerdo con el artículo 153 de la Constitución Política. Allí declaró EXEQUIBLE este artículo "bajo el entendido de que la expresión “por una sola vez” contenida en su texto, significa que el hábeas corpus  se podrá invocar o ejercer por una sola vez respecto de cada hecho o actuación constitutiva de violación de los derechos protegidos mediante el artículo 30 superior".


� Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de septiembre de 2000. Expediente: 14.153. 


� Ibídem.


� Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Auto del 16 de octubre de 2008. Expediente: 30.669. M.P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés.


� Ibídem.


� Auto del 26 de marzo de 2009. Expediente: 50001233100020090093-01. Solicitante: Julián Antonio Castillo Cardona y otros.





